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 Artículo Inédito. Artículo de Reflexión. Es producto de investigación Documental/Bibliográfica profunda y 
minuciosa de fuentes originales, contrastando el sistema penal Colombiano, y  del Estado de Florida E.E.U.U 
en cuanto a materia probatoria Ilícita se refiere. 
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Este documento expone una síntesis del informe final de la investigación: “La Prueba 
Ilícita: Una Visión Comparada Con El Sistema Penal Del Estado De La Florida E.E.U.U.”, 
Ésta investigación fue orientada por los docentes y asesores líderes del Diplomado en 
Sistema Penal Acusatorio, desarrollado con la Universidad Libre Secciona Cúcuta en 
convenio con la Universidad Internacional de la Florida.  El objetivo de la investigación fue 
analizar comparadamente la visión que posee tanto el Sistema penal Colombiano, como el 
Estadounidense (Estado de la Florida), la concepción de la prueba ilícita, con el fin de 
entender como estos mecanismos ayudan a la protección del procesado y 
fundamentalmente al amparo de su dignidad humana.  Lo anterior ante la situación 
problémica de la necesidad apremiante de la comprensión que la prueba debe ser obtenida, 
practicada , evacuada y aceptada bajo los parámetros establecidos en la ley colombiana y 
así, obtener la certeza que son pruebas legales y legitimas necesarias para que el juez decida 
sobre la aplicación de las normas penales, con base en una verdad real o material. En este 
texto se identifican relevantemente las principales diferencias jurisprudenciales entre los 
intervinientes del Sistema Penal de cada uno de los países en mención.   
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This document presents a summary of the final report of the investigation: "illegal 
evidence: A Comparative View With Penal System State Of Florida USA" This research 
was guided by teachers and advisers leaders Diploma in Adversarial Criminal Justice 
System, developed Cúcuta Section off with the Free University in partnership with Florida 
International University. The aim of the research was comparated analyze the vision that 
has both the Colombian penal system, such as the US (Florida State), the concept of illegal 
evidence, in order to understand how these mechanisms help to protect the processing and 
mainly under their human dignity. This to the problem situation of the urgent need for 
comprención that the evidence must be obtained, practiced, evacuated and accepted under 
the parameters established by Colombian law and thus provide the certainty that they are 
legal and legitimate evidence necessary for the judge decide on the application of criminal 
law, based on a real truth or material. This text relevantly identified the main jurisprudential 
differences between the participants of the criminal justice system of each of the countries 
in question. 
 
Keywords: Adversarial Criminal Justice System Colombia, Florida accusatory 







Éste artículo versa sobre el análisis Comparativo de la Legislación sobre La Prueba 
Ilícita: Una Visión Comparada Con El Sistema Penal Del Estado De La Florida E.E.U.U. 
Idea que surge del desarrollo cabal del diplomado en Sistema Penal Acusatorio Impartido 
por la Universidad Libre en alianza con la honorable Universidad Internacional de la 
Florida, (Miami, Fl, Estados Unidos. 
En el derecho penal el objetivo es condenar a quien comete un hecho ilícito en donde 
todos actos deben ser legales, de este modo las consecuencias del juicio se basan en la 
justicia para recibir las sentencias que condenen al culpable o absuelvan al inocente. Al 
procesado ya sea para condenarlo o absolverlo debe hacerse una evaluación de sus actos, 
desde el primer momento en que se realiza la sujeción al proceso penal, en donde el juez 
constituirá el valor de la prueba. Es necesario para entrar en el tema comprender que la 
prueba debe ser obtenida, practicada , evacuada y aceptada bajo los parámetros establecidos 
en la ley colombiana y así, obtener la certeza que son pruebas legales y legitimas necesarias 
para que el juez decida sobre la aplicación de las normas penales, con base en una verdad 
real o material.  
Sobre el principio constitucional de la dignidad humana se establece al Estado Social de 
Derecho, un trato especial para el individuo frente a todos los aspectos de su vida y entorno 
social, es así que la persona se constituye en un fin para el Estado que asocia y legitima los 
poderes públicos, en especial para lo que corresponde al Juez Penal que en su función, este 
principio debe convertirse en un parámetro fundamental para la interpretación de todas las 
normas del ordenamiento jurídico. 
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Observando la Constitución Nacional de 1991, donde el legislador en el artículo 
primero reconoce a la dignidad humana como principio fundamental que garantiza los 
mínimos básicos de subsistencia a sus ciudadanos, para así dejar ver claro que en todas las 
actuaciones que se lleven a cabo en un Estado Social de derecho donde tienen que estar 
amparados bajo la ley constitucional como ocurre en Colombia. 
La dignidad humana, en el derecho penal se tiene como última instancia de defensa que 
tiene el Estado, por tanto sus consecuencias son los más importante para lograr lo 
reintegración del acusado en el medio social realizando una adecuada resocialización. En el 
Sistema Penal Acusatorio Colombiano, ley 906 de 2004, se presenta como principio rector 
de los derechos sustantivos y formar penal la dignidad humana. 
Ahora bien, una vez analizado el alcance que posee la actividad probatoria en 
Colombia, es importante realizar precisiones en cuanto a la definición Nacional 
Colombiana, Sobre qué es la Prueba Ilícita, y teniendo en cuenta el Artículo 29 de la 
Constitución Política, que consagra la regla general de exclusión al determinar que “es nula 
de pleno derecho, la prueba obtenida con la violación del debido proceso. La exclusión 
opera de maneras diversas y genera consecuencias distintas dependiendo de si se trata de 
prueba ilícita o prueba ilegal”, por lo anterior, y para efectos del presente documento, se 
debe entender como prueba ilícita la “La que se obtiene con vulneración de derechos 
fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no 
autoincriminación, la solidaridad íntima, y aquellas en cuya producción, práctica o 
aducción se somete a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el 
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género o la especie de la prueba así obtenida”3. Lo anterior claramente nos sitúa con suma 
claridad sobre el contexto en el cual se disertará en éste documento, y no debe confundirse 
en ningún modo  con  la prueba ilegal o irregular.  
El problema jurídico que se aborda, se centra en la dificultad contemporánea de algunos 
juristas para concretar cuáles serían las consecuencias que derivaría el hecho de permitir las 
formalidades previstas para la producción de cada medio de prueba que conduce a un hecho 
ilícito y que mecanismo procesal se encontraría para dejar sin efecto dicho medio. Por otro 
lado, es importante para el desarrollo de nuestros profesión jurídica, el observar y analizar 
las diversas formas como otras naciones, abordan cada uno de los elementos contenidos en 
nuestro sistema legal, y para éste caso el sistema Penal, específicamente sobre la prueba 
ilícita. 
 
PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
¿Cómo aumentar la efectividad del sistema Penal Colombiano,  en cuenta a materia 
probatoria se refiere, tomando con punto de comparación la normatividad que rige al 
Estado de Florida E.E.U.U.? 
 
 








El presente documento se describe dentro de una investigación jurídica, de corte 
documental o bibliográfica. Su objetivo de estudio se orienta únicamente a la consulta y 
análisis de las principales fuentes del derecho: Constitución, Jurisprudencia y Doctrina.  
El objetivo General de la investigación redunda en analizar comparadamente la visión 
que posee tanto el Sistema penal Colombiano, como el Estadounidense (Estado de la 
Florida), la concepción de la prueba ilícita, con el fin de entender como estos mecanismos 
ayudan a la protección del procesado y fundamentalmente al amparo de su dignidad 
humana. 
Se establecieron para la obtención de este logro, en primer lugar la indagación o estudio 
preliminar de cada uno de las normativas por separado, en donde se esquematizó un 
compendio completo respecto a las concepciones teóricas de la actividad probatoria, 
específicamente sobre la prueba ilícita de cada país; luego, se procedió analizar 
particularmente cada criterio que configura la prueba ilícita comparativamente, para 
finalmente obtener un compendio de elementos relevantes y contrastados. 
El método escogido para la recolección de información es el llamado Método de Fichas, 
el cual consiste en concentrar los datos del estudio en cuestión en tarjetas escritas, 
permitiendo clasificar y obtener una lista formidable de referencias bibliográficas lo 
suficientemente profundas y pertinentes para nutrir con ellas esta investigación. 
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ESQUEMA DE RESOLUCIÓN DEL PROBLEMA JURÍDICO 
Como se ha mencionado en el aparte anterior para el desarrollo del presente estudio, se 
estableció en primer la elaboración de una consulta general y profunda sobre cada 
normatividad por separado, para lo cual, lo correspondiente al Estado Colombiano, se 
analizaron, en primer lugar el concepto teórico (definición), diferencias entre prueba ilícita 
y prueba ilegal,  causalidades de la prueba ilícita, antecedentes legales y Constitucionales 
de la Prueba Ilícita, regla de exclusión de la prueba ilícita y Jurisprudencia constitucional de 
la regla de exclusión. 
Para el respectivo caso Estadounidense (Florida), y en base a lo consultado, se 
establece, el análisis completo del principio Constitucional Exclusionary rule
4
, que conlleva 
a la descripción de su historia, limitaciones de la regla. 
Finalmente, a modo de síntesis, se estructurará un análisis contrastado sobre los 
hallazgos encontrados entre el Sistema Penal Estadounidense y el Colombiano 
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 Regla de Exclusión, Traducción libre. 
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PLAN DE REDACCIÓN   
Teniendo como referente principal el artículo 29 de la Constitución Política 
Colombiana, que reza “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun 
cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda 
persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 
por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público 
sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”, 
con el anterior, la carta magna define la regla general de exclusión al determinar 
tácitamente que “…Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 
debido proceso.”, lo anterior nos sitúa en el entendimiento real sobre lo que es la prueba 
ilícita, y es la que se obtiene mediante la vulneración de los derechos de los ciudadanos, 
muchos de los cuales puede ser, la dignidad.  Ahora bien, el anterior concepto no puede ser 
aplicado para la prueba ilegal, que aunque está en enmarcada con la Constitución, la prueba 
ilegal se da cuando en su obtención y ó práctica se violan los elementos esenciales legales; 
es decir, es aquella que ha infringido la legalidad ordinaria o no se ha llevado a cabo sin 
tener en cuenta las formalidades establecidas.  
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En otras palabras, es aquella que no se ajusta a las previsiones o al procedimiento 
previsto en la norma. 
Retomando nuevamente, y entendiendo la prueba ilícita como aquella que se 
encuentra afectada por una conducta dolosa a cuanto a la forma de obtención; o sea, 
fraudulentamente o con conducta ilícita, o dicho mejor, la que se ha obtenido con violación 
de derechos y garantías fundamentales. Lo anterior nos lleva por lo tanto a analizar lo 





Mayoritariamente se ha concebido por la doctrina nacional, extranjera y la 
jurisprudencia; como la citada entre otras- que la prueba ilícita es aquella que se ha 
obtenido o producido con violación de derechos y garantías fundamentales, género entre las 
que se encuentran las pruebas prohibidas cuyas vedas son objeto de consagración específica 
en la ley, art. 224 C. Penal: “Eximente de responsabilidad. No será responsable de las 
conductas descritas en los artículos anteriores quien probare la veracidad de las 
imputaciones”. Ella puede tener su génesis en varias causalidades a saber: Puede ser el 
resultado de una violación al derecho fundamental de la dignidad humana,  art. 1º 
Constitución Política: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 
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trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general”, esto es, efecto de una tortura, arts. 137 C. Penal: “Tortura en persona protegida. 
El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, inflija a una persona dolores o 
sufrimientos graves, físicos o síquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero 
información o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que 
ha cometido, o de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo 
de discriminación, incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años, multa de quinientos 
(500) a mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el 
ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años.” y 178 C. Penal : 
“El que inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos o psíquicos, con el fin 
de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla por un acto por 
ella cometido o que se sospeche que ha cometido o de intimidarla o coaccionarla por 
cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación incurrirá en prisión de ocho a 
quince años, multa de ochocientos (800) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo 
término de la pena privativa de la libertad”, constreñimiento ilegal, art. 182 C.P. : 
“Constreñimiento ilegal. El que, fuera de los casos especialmente previstos como delito, 
constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, incurrirá en prisión de uno (1) a dos 
(2) años”, constreñimiento para delinquir art. 184 C.P.: “Constreñimiento para delinquir. 
El que constriña a otro a cometer una conducta punible, siempre que ésta no constituya 
delito sancionado con pena mayor, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años”, o de un 
trato cruel, inhumano o degradante art. 12 Constitución Política: “Nadie será sometido a 
desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. 
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Así mismo la prueba ilícita puede ser consecuencia de una violación al derecho 
fundamental de la intimidad art. 15 Constitución Política: “Todas las personas tienen 
derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe 
respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y 
rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en 
archivos de entidades públicas y privadas.” al haberse obtenido con ocasión de unos 
allanamientos y registros de domicilio o de trabajo ilícitos (art. 28 C. Política, arts. 189, 190 
y 191 C. Penal), por violación ilícita de comunicaciones (art. 15 C. Política, art. 192 C. 
Penal), por retención y apertura de correspondencia ilegales (art. 15 C. Política, art. 192 C. 
Penal), por acceso abusivo a un sistema informático (art. 195 C. Penal) o por violación 
ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial (art. 196 C. Penal). 
Regla de exclusión de la prueba ilícita 
La regla de exclusión puede definirse como una sanción de orden constitucional y 
legal de carácter imperativo, al procedimiento de obtención de las pruebas con violación del 
debido proceso. Que tiene como supuestos de hecho la obtención de la prueba con 




La exclusión se propicia teóricamente en diversas circunstancias dependiendo si se 
trata de prueba ilegal o prueba ilícita, que conlleva un análisis diverso y una valoración con 
varios grados de exigencia.
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Finalidades de la regla de exclusión 
Se presentan diversas posibilidades para resaltar sobre las finalidades de la regla de 
exclusión, en primer lugar posee efecto disuasivo, pues se busca „...disuadir o desalentar a 
los funcionarios del orden público para que no violen la protección constitucional; esto es 
lo que se conoce como deterrence...
7”, Por otro lado el Destacado jurista Colombiano Jairo 
Parra Quijano describe: “Valorar y apreciar la prueba ilícita en el proceso, es estimular y 
autorizar su consecución; por el contrario, restarle todo valor es desestimularla...
8”. 
Seguidamente, y en segundo lugar, cabe destacar la finalidad de garantizar la integridad de 
la administración de la Justicia, y para ello ha dicho la corte Constitucional: “El sistema de 
juzgamiento es el resultado de la expresión de la ley, la cual determina de forma precisa y 
coherente cómo se han de adelantar los juicios, entendiéndose dentro de este género lo 
correspondiente a los actos de las partes y del juez. ...El juicio es propiamente acto del juez 
en cuanto juez; por eso se le llama así, pues juez significa „el que decide conforme al ius‟. 
Y el derecho es objeto de la justicia, por tanto el juicio, de acuerdo con la definición del 
término, corresponde siempre a lo justo y así el juicio, que se refiere a la determinación 
recta de lo que es justo, pertenece propiamente a la justicia. Por eso dice Aristóteles en la 
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 Arias, Norma; Gutiérrez, José y Osorio, Jorge. La prueba ilícita en el sistema acusatorio 
colombiano. 2007. Universidad de Manizales.  
7
 CHIESA, Aponte Ernesto L, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos. Tercer 
Mundo Editores, Bogotá, 1.991, Pág. 280. 
8
 PARRA QUIJANO; Jairo, Manual de Derecho Probatorio, Décima Tercera Edición, Ediciones 
Librería del Profesional, Bogotá, 2002. Pág. 22. 
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Ética, libro V, capítulo 4 „Los hombres acuden al juez como a la justicia viviente”. 
Seguidamente podemos encontrar, la finalidad de garantizar los niveles de justicia material, 
pues en concordancia de la Ley 270 de 1996, es función pública de efectuar los derechos y 
demás elementos contenidos en la Constitución y la Ley. Finalmente podemos hallar como 
una finalidad de la regla, la confianza de la administración pública, y ello después de todo 
es una de las mayores objetivos de cualquier mecanismo de soporte estatal, pues al fin y al 
cabo, cada proceso y procedimiento, debe poseer una gran aceptabilidad, así como de gozar 
de alta estima entre los ciudadanos, al respecto cabe decir que “...impedir que el gobierno 
se beneficie de sus propios actos ilegales; de otra manera, el pueblo pierde confianza en el 
gobierno…9”, lo anterior claramente determina que lo denominado “Gobierno”, se traduce 
o más bien incluye a cada organismo que administre la justicia. 
Jurisprudencia constitucional de la regla de exclusión
10
 
Sentencia T-008 de 1998 
Bajo el criterio de la Corte, una prueba ilícita no puede fundar responsabilidad penal, ya 
que, respondiendo al mandato del artículo 29 constitucional, debe ser excluida del proceso. Sin 
embargo, esta exclusión de la prueba ilícita y por lo tanto la inutilización del material de 
conocimiento allegado al proceso de forma ilícita o por medio de actos ilícitos, tiene una eficacia 
relativa, ya que en el proceso permanecen aquellas pruebas que tienen un vínculo de causalidad con 
la ilícitamente practicada y que sólo pueden explicarse en razón de su existencia, es decir, que 
aquellas pruebas derivadas de la prueba ilícita pueden ser valoradas en el proceso (Bolaños, 2009); 
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 Ob. Cit. Pág. 285. 
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 Monsalve, Sebastián. La prueba ilícita en el proceso penal colombiano a partir de la Constitución 




tanto es así que, en el juicio de constitucionalidad que la Corte hace de los hechos, no es discutida la 
conexidad entre un testimonio practicado sin los requisitos legales y un arma de fuego obtenida a 
partir de dicho testimonio
11
. 
Sentencia SU-159 de 2002 
Una discusión más amplia fue desarrollada en la sentencia SU-159 de 2002, a partir de un 
caso que tuvo una gran repercusión nacional, en el cual una conversación entre dos ministros, 
ilícitamente obtenida y publicada en un medio de circulación nacional, dio origen al inicio de la 
investigación a un ministro del Gobierno que culminó con sentencia condenatoria por parte de la 
Corte Suprema de Justicia –juez natural de los ministros-. El caso llega a la Corte Constitucional 
por vía de tutela ya que el exministro considera que se tuvo en cuenta la conversación ilícitamente 
obtenida, además de las pruebas que de ella se derivaron y que esto afectó su derecho a un debido 
proceso. Cabe anticipar que la SU-159/2002 comienza con un estudio de derecho comparado que 
menciona tres tipos de sistemas de regulación de la prueba ilícita: el de aquellos países de tradición 
anglosajona, haciendo una especial referencia al sistema de la exclusionary rule de Estados Unidos; 
el sistema de regulación alemán, y por último el de aquellos países de tradición romana. En la 
sentencia, son varios los puntos en los que la Corte se inclina por el sistema norteamericano
12
. 
Sentencia C-591 de 2005 
En la sentencia C-591 de 2005 la Corte Constitucional analizó la constitucionalidad de 
algunas normas del sistema penal diseñado en la Ley 906 de 2004. Dentro de las disposiciones 
analizadas se encuentran las referentes al modelo de exclusión de pruebas ilícitas y sus excepciones. 
En el entendido de la demandante, la Constitución Política en su artículo 29 no consagra 
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excepciones a la nulidad de pleno derecho de la prueba obtenida con violación al debido proceso, 
esto quiere decir que son nulas de pleno derecho tanto las pruebas obtenidas en desmedro del 
proceso constitucional y legalmente establecido, como aquellas que de estas se desprendan
13
. 
ANÁLISIS DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL ESTADOUNIDENSE 
EXCLUSIONARY RULE 
La regla de exclusión es un principio jurídico en el Estados Unidos, en virtud de la 
ley constitucional, que sostiene que la evidencia recopilada o analizada en violación de la 
demandada de derechos constitucionales a veces es inadmisible para un procesamiento 
penal en un tribunal de justicia.  Esto puede considerarse como un ejemplo de una regla 
profiláctica formulado por el poder judicial con el fin de proteger un derecho 
Constitucional. La regla de exclusión también puede, en algunas circunstancias, como 
mínimo, se considerase que deriva directamente del lenguaje constitucional, como la 
Quinta Enmienda determina que ninguna persona será obligado en cualquier caso criminal 
a declarar contra sí mismo y que ninguna persona "puede ser privado de la vida, libertad o 
propiedad sin el debido proceso legal
14
.  
"La regla de exclusión se basa en la Cuarta Enmienda y  pretende proteger a los 
ciudadanos de registros e incautaciones ilegales." La regla de exclusión también está 
diseñada para proporcionar un “remedio” a la persecución penal en respuesta a los fiscales 
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 Monsalve, Sebastián. La prueba ilícita en el proceso penal colombiano a partir de la Constitución 
de 1991. Revista FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS. Vol. 40, No. 113 / p. 351-379. 
2010. 
14
 Re, Richard. "The Due Process Exclusionary Rule: A new textual foundation for a rule in crisis", 
Harvard Law Review, Vol. 127, p. 1885 (2014). See also "Regarding Re‟s Revisionism: Notes on The Due 
Process Exclusionary Rule", Harvard Law Review, Vol. 127, p. 302 (2014). 
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y la policía, que reúnen pruebas ilegalmente en violación de la Quinta Enmienda de la 
Declaración de Derechos obligado a la autoincriminación.  
La mayoría de los estados también tienen sus propios “remedios” exclusivos para 
las pruebas obtenidas de forma ilegal en virtud de su constitución y / o leyes estatales, 
algunas de las cuales son anteriores a las garantías constitucionales federales contra 
registros e incautaciones ilegales y obligado autoincriminación
15
. 
En  casos estrictos, cuando una acción ilegal es utilizada por la policía / fiscalía para 
obtener algún resultado incriminatorio, todas las pruebas cuya recuperación se derivó de la 
acción ilegal de esta evidencia que se conocen como  “fruit of the poisonous tree". 
La regla de exclusión se aplica a todas las personas dentro de los Estados Unidos, 
independientemente de si son ciudadanos, inmigrantes (legales o ilegales), o visitantes. 
Historia de la Norma 
Hasta la independencia de los Estados Unidos, los tribunales de Inglaterra excluían 
pruebas autoinculpatorias que se proporcionaban como resultado de la compulsión oficial, 
independientemente de su fiabilidad.  En 1769, Presidente del Tribunal Supremo Mansfield 
explica que si cualquier evidencia o la confesión ha sido arrancado a la fuerza, no será de 
ningún perjuicio para el o ella en el juicio.  Además, el acusado podría demandar para 
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Leonetti, Carrie (Winter 2009). "Independent and Adequate: Maryland's State Exclusionary Rule 
for Illegally Obtained Evidence". University of Baltimore Law Review 38 : 231 
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suprimir y recuperar la posesión de al menos algunos tipos de pruebas tomadas ilegalmente, 
en un derecho común de acción para reivindicatoria
16
. 
Limitaciones de la Regla 
La evidencia ilegalmente obtenida a partir de la parte demandada por una persona 
privada es admisible. La regla de exclusión está diseñada para proteger los derechos de 




Las pruebas sólo pueden ser suprimidas si el registro ilegal de la persona violó los 
derechos constitucionales. La regla de exclusión no se aplica a los derechos de privacidad 
de un tercero. Sin embargo, hay una excepción limitada a este requisito de legitimación. 
El acusado no puede tomar ventaja de la situación (Violación de las reglas de 
policía) para convertir el caso a su favor, frente a otras pruebas contra sí mismo. Esto entra 
en la excepción circunstancias exigentes.  
La doctrina Fuente de plata que fue declarada inconstitucional en el caso de Elkins 
v. Estados Unidos en 1960. Los funcionarios del Estado que obtienen evidencia ilegalmente 
se les permitió a entregar pruebas a las autoridades federales, y tuvieron que ser admitidas 
en evidencia juicio.  
                                                          
16
 Warden v. Hayden, 387 U.S. 294 (1967). 
17
 Burdeau v. McDowell, 256 U.S. 465 (1921) 
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El caso Nix v. Williams sostuvo que si las pruebas obtenidas en el registro ilegal, 
serían casi seguras de encontrar con el paso del tiempo, incluso sin dicha búsqueda 
(inevitable descubrimiento), la evidencia puede ser llevado adelante en los tribunales. 
La regla de exclusión no es aplicable a los estadounidenses que viven fuera de las 
fronteras de Estados Unidos. 
En el caso de la Florida v. Jimeno se encontró que las pruebas encontradas para 
condenar a Jimeno, aunque en un principio no era admisible, más tarde se encontró que era 
de hecho ser admisible, puesto que pasó la prueba de normas razonables. El acusado 
accedió a una búsqueda de su coche, y cuando el oficial buscó un paquete y encontraron 
drogas. 
En términos generales, en Estados Unidos El principio de base en la Ley federal 
constitucional que las pruebas tomadas ilegalmente por los agentes del orden en violación 
del derecho de un sospechoso de estar libre de registros y detenciones arbitrarias no puede 
ser utilizado en contra del sospechoso en un proceso penal. 
La regla de exclusión está diseñada para excluir las pruebas obtenidas en violación 
de los derechos de la Cuarta Enmienda de un acusado. La Cuarta Enmienda protege contra 
registros y detenciones arbitrarias por las fuerzas del orden. Si la búsqueda de un 
sospechoso no es razonable, la evidencia obtenida en la búsqueda será excluida de la 
prueba. 
La regla de exclusión es una regla de court-made. Esto significa que no se ha creado 
en los estatutos aprobados por los órganos legislativos, sino más bien por el Tribunal 
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Supremo de EE.UU. La regla de exclusión se aplica en los tribunales federales en virtud de 
la Cuarta Enmienda. El Tribunal de Justicia ha dictaminado que se aplica en los tribunales 
estatales aunque la cláusula de debido proceso de la Decimocuarta Enmienda. (La Carta de 
Derechos de los primeros diez enmiendas contradictorias, se aplica a las acciones por parte 
del gobierno federal. La Decimocuarta Enmienda, la Corte ha sostenido, hace que la 
mayoría de las protecciones de la Declaración de derechos aplicables a las acciones de los 
estados). 
CONCLUSIONES 
Luego de la revisión documental y comparada sobre las dos concepciones jurídicas 
de la prueba ilícita, y con referencia al eje vertebral del problema de investigación 
originador del presente estudio, se puede concluir que aunque, cada noción estatal 
considera algunas diferencias para el tratamiento probatorio, existe una clara semejanza 
sobre el hecho de basar sus protocolos bajo la dirección de los principios, derechos, 
garantías de origen constitucional y legal; por lo tanto el primer hallazgo sobre éste 
componente, arroja una negativa sociojurídica a la formalización de la prueba ilícita con 
carácter de validez o al menos para ser tenidas en cuenta dentro del proceso penal. Por otro 
lado, se pudo vislumbrar tanto en la normatividad Estadounidense, como la Colombiana, 
que es una constante la premisa sobre que los servidores públicos, y máxime los 
administradores de la justicia, nunca deberán actuar de manera arbitraria, y burlando los 
principios constitucionales y/ó legales, porque resulta sumamente necesario que el proceso 
penal sea desarrollado bajo los máximos estándares de normativos, pues de debe garantizar 
al procesado el cumplimiento pleno de sus derechos, iniciando por el debido proceso, 
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igualdad, libertad y específicamente el de la dignidad humana. Se obtuvo también, una 
amplia visión de cada país es particular, sobre la importancia que debe darse a la 
interpretación y valoración de las pruebas halladas durante cada fase del proceso Penal. 
Finalmente, se debe añadir, que respecto a las consideraciones legales de la prueba ilícita, 
nuestro país apenas está en la fase del balbuceo, que es evidentemente demostrado en la 
mínima claridad que se tiene en los fallos de instancia.  
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